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PROYECTO DE LEY NÚMERO 163 DE 2016 
SENADO

por medio de la cual se expide la ley del actor para  
garantizar los derechos laborales, culturales y de 

autor de los actores y actrices en Colombia.

CAPÍTULO I

Objeto, ámbito de aplicación y definiciones 

Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene por ob-
jeto establecer un conjunto de medidas que garanticen 
el ejercicio de la actuación como una profesión en Co-
lombia, protegiendo los derechos laborales, culturales 
y de autor de los actores y actrices en sus creaciones, 
conservación, desarrollo y difusión de su trabajo y 
obras artísticas.

Artículo 2°. Ámbito de la ley. La presente ley regula 
lo concerniente a la actuación como profesión, derechos 
laborales y oportunidades de empleo, derechos de autor, 
difusión del trabajo de los actores y régimen sancionato-
rio, entre otros; brindando herramientas para dignificar 
esta labor por sus aportes culturales a la nación.

Parágrafo. La presente ley rige para todo tipo de 
producciones o actividades que requieran de actores y 
actrices para su realización, bien sean escénicas, tea-
trales, audiovisuales, sonoras o de doblaje. 

Artículo 3°. Actor o actriz. Se considera actor para 
efectos de esta ley, aquel creador que se sirve de su cuer-
po, su voz, su intelecto y su capacidad histriónica para 
crear personajes e interpretaciones en producciones tea-
trales y todo tipo de expresiones artísticas y realizaciones 
audiovisuales, radiales y demás medios. El actor o actriz 
es titular de derechos morales y patrimoniales de autor. 

Artículo 4°. Actor profesional. Para efectos de esta 
ley se entiende por actor profesional aquel actor o ac-
triz que acredite alguno de los siguientes requisitos:

i) Título profesional de maestro en artes escénicas
o títulos afines;

ii) Experiencia de trabajo actoral mayor de diez
(10) años acumulados y certificados en cualquier me-
dio escénico o audiovisual, avalada por el Comité de
Acreditación Actoral;

iii) Combinación entre educación informal, técni-
ca o tecnológica y, experiencia de trabajo actoral mí-
nimo de cinco (5) años acumulados y certificados en 
cualquier medio escénico o audiovisual, avalada por el 
Comité de Acreditación Actoral.

Artículo 5°. Ensayo, caracterización, actividad pre-
paratoria y conexa a la creación de personajes. Es toda 
actividad propia de la actuación, mediante la cual el 
actor o actriz prepara la creación o caracterización del 
personaje, ensaya la realización de la obra, investiga, 
estudia, memoriza guiones y realiza cualquier otra acti-
vidad relacionada con el mismo, en el lugar de trabajo 
y fuera de él. 

Artículo 6°. Creaciones artísticas como patrimo-
nio cultural. Las creaciones artísticas de los actores, 
como agentes generadores de patrimonio cultural de 
la nación, contribuyen a la construcción de identidad 
cultural y memoria de la nación. De acuerdo con lo an-
terior, el trabajo de los actores profesionales debe ser 
protegido y sus derechos garantizados por el Estado. 
Las producciones dramáticas en cine, televisión, teatro 
y otras formas de lenguaje escénico o audiovisual son 
bienes de interés cultural.

Artículo 7°. Roles en creaciones artísticas. Entién-
dase por creaciones artísticas: 

– Rol protagónico: Personaje interpretado por un
actor o actriz, alrededor del cual gira la trama central 
de la producción.

– Rol coprotagónico o antagónico: Personaje inter-
pretado por un actor o actriz que, teniendo su propia 
historia dentro de la trama, esta gira alrededor de los 
protagonistas.

INFORME DE PONENCIA PRIMER 
DEBATE EN SENADO PROYECTO DE LEY 
NÚMERO 275 DE 2019 SENADO, 007 DE 2019 

CÁMARA
por medio de la cual se regula el funcionamiento 
de los consultorios jurídicos de las instituciones  

de educación superior
Bogotá, D. C., julio 20 de 2020
Honorable Senador
SANTIAGO VALENCIA GONZÁLEZ
Presidente Comisión Primera
Senado de la República
Ref.: Informe de Ponencia primer debate en 

Senado Proyecto de ley 275 de 2019 Senado, 007 
de 2019 Cámara; 

Señor Presidente:
De acuerdo con el encargo impartido por la 

mesa directiva de la Comisión Primera del Senado 
de la República, se procede a presentar el informe 
de ponencia para tercer debate (primer debate en 
Senado) correspondiente al Proyecto de ley de 
la referencia, “por medio de la cual se regula el 
funcionamiento de los consultorios jurídicos de las 
instituciones de educación superior”, de iniciativa 
conjunta del Gobierno nacional – Ministerio 
de Justicia y del Derecho, con los honorables 
Representantes Gabriel Vallejo Chufji y Harry 
González García.

ANTECEDENTES Y CONSIDERACIONES 
SOBRE CONVENIENCIA DE LA INICIATIVA

El presente Proyecto de ley se radicó el día 20 
de julio de 2019 por parte del Gobierno nacional, 
publicándose en la Gaceta del Congreso número 655 
del 24 de julio de 2019.

El proyecto se sustenta sobre la experiencia 
recogida por el Gobierno nacional a partir de 
eventos participativos con las facultades de Derecho 

en diferentes regiones del país. Se partió de 
comprender que, además de su función de servicio 
social, los Consultorios Jurídicos son escenarios 
para la formación de los futuros abogados. En este 
sentido, mediante esta iniciativa se procura que 
los Consultorios también sirvan para desplegar 
una serie de aptitudes, técnicas, estrategias y 
habilidades prácticas que constituyan una idónea 
capacitación desde la formación universitaria para 
comprender adecuadamente el funcionamiento de 
la administración de justicia, así como para estar 
en capacidad de ejercer una apropiada defensa 
técnica de intereses superiores para la ciudadanía en 
consonancia con las disposiciones constitucionales 
que los consagran. 

Así, la actualización de la regulación legal de 
los consultorios jurídicos pretende robustecer la 
formación de los abogados en la etapa de aprendizaje 
práctico y mejorar los estándares de acceso a la 
administración de justicia de la población vulnerable 
–no solo, aunque también, en condición de pobreza–, 
a fin de que puedan contar con la asistencia y 
representación de personas con la formación jurídica 
necesaria para atender sus requerimientos más 
urgentes. 

De esta manera, el proyecto incrementa los asuntos 
de competencia de los consultorios jurídicos ante la 
jurisdicción, extendiéndolos también a algunos de 
conocimiento de las autoridades administrativas. 
Igualmente, define los principios y objetivos 
que deben orientar la acción de los Consultorios 
Jurídicos, amplía la población receptora de servicios 
y dispone la incorporación de las nuevas tecnologías 
a la gestión de estas instancias. 

En definitiva, el presente Proyecto de ley apunta 
al fortalecimiento de los Consultorios Jurídicos 
como escenario de aprendizaje práctico de las 
universidades, en el cual los estudiantes, bajo la 
supervisión, la guía y la coordinación del personal 
docente y administrativo que apoya el ejercicio 
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académico, adquieren conocimientos y desarrollan 
competencias, habilidades y valores éticos para el 
ejercicio de la profesión de abogado, brindando un 
servicio obligatorio y gratuito de asistencia jurídica a 
la población más vulnerable del país. 

Esta iniciativa también tiene un impacto positivo 
indirecto, en el sentido de propiciar el mejoramiento 
de las condiciones de confianza en los abogados por 
parte de los ciudadanos, como consecuencia de su 
inmersión en el aspecto práctico de la profesión, 
la conexión de los estudiantes de derecho con su 
contexto socioeconómico y el desarrollo de la función 
social del abogado desde la etapa de formación 
universitaria.

De la misma forma, más allá de su misión de 
servicio social, los Consultorios Jurídicos pueden 
desempeñar un papel importante como escenarios 
de oferta efectiva para la ruta de solución de las 
necesidades jurídicas desde la perspectiva de 
acceso a la justicia, en especial en un escenario de 
estabilización y de implementación de la paz.

Ahora bien, como se señala en la exposición de 
motivos, “este Proyecto es solo el punto de partida 
para alimentar la discusión en el Parlamento, 
foro de deliberación democrática por excelencia, 
donde seguramente podrá nutrirse de propuestas 
constructivas tanto de los Legisladores como de 
la sociedad en general”, consideración en virtud 
de la cual el día 3 de octubre de 2019 se realizó 
una audiencia pública, en la cual intervinieron 
representantes de los consultorios jurídicos de 10 
universidades, así como el entonces Presidente del 
Consejo Superior de la Judicatura.

Recogiendo las intervenciones efectuadas 
en la referida audiencia pública, se sometió a 
consideración de la Comisión Primera de la Cámara 
de Representantes la correspondiente ponencia, 
publicada en la Gaceta del Congreso número 1035 
del 23 de octubre de 2019, producto de lo cual la 
iniciativa resultó aprobada en primer debate el día 5 
de noviembre de 2019.

Posteriormente, se radicó ponencia para segundo 
debate, en la cual los ponentes tuvieron en cuenta 
las consideraciones efectuadas en el trámite del 
Proyecto hasta ese punto. Dicha ponencia fue 
publicada en la Gaceta del Congreso número 1120 
del 25 de noviembre de 2019, sometiéndose a 
segundo debate en la Plenaria de la Cámara de 
Representantes el día 3 de diciembre de 2019, día en 
el que la iniciativa resultó aprobada en dicha célula 
legislativa; pasando al Senado de la República para 
su trámite correspondiente, en virtud de lo cual se 
rinde el presente informe de ponencia.

TEXTO APROBADO POR LA CÁMARA  
DE REPRESENTANTES

Dando cumplimiento a lo previsto en la Ley 5ª de 
1992, a continuación se presenta el texto aprobado 
en primer debate por la Plenaria de la Cámara de 
Representantes en la sesión realizada el día 2 de 
diciembre de 2019. 

TEXTO APROBADO EN SEGUNDO 
DEBATE DEL PROYECTO DE LEY 

NÚMERO 007 DE 2019 CÁMARA
por medio de la cual se regula el funcionamiento  
de los Consultorios Jurídicos de las Instituciones  

de Educación Superior
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1°. Objeto. El objeto de esta ley es 

establecer el marco normativo por medio del cual 
se regula la práctica del Consultorio Jurídico de las 
Instituciones de Educación Superior.

Artículo 2°. Definición. El Consultorio 
Jurídico es un escenario de aprendizaje práctico 
de las Instituciones de Educación Superior, 
autorizado en los términos de esta ley, en el cual los 
estudiantes de los programas de Derecho, bajo la 
supervisión, la guía y la coordinación del personal 
docente y administrativo que apoya el ejercicio 
académico, adquieren conocimientos y desarrollan 
competencias, habilidades y valores éticos para el 
ejercicio de la profesión de abogado, prestando el 
servicio obligatorio y gratuito de asistencia jurídica a 
la población establecida en la presente ley.

Artículo 3°. Principios. El Consultorio Jurídico 
estará orientado bajo los siguientes principios 
generales:

1.	 Educación Jurídica Práctica. El Consultorio 
Jurídico garantiza procesos de aprendizaje a 
partir del acercamiento de los estudiantes a 
las personas en condición de vulnerabilidad, 
la sociedad, las necesidades jurídicas que 
enfrentan y los contextos en que se desarrollan, 
al igual que fomenta el desarrollo de estrategias 
y de acciones de defensa de sus derechos 
dentro de estándares de innovación, calidad y 
actualidad, colaborando con la administración 
de justicia y asegurando el cumplimiento del 
derecho de acceso a la justicia.

2.	 Autonomía Universitaria. Sin perjuicio de las 
disposiciones establecidas en el contenido 
de esta ley, se reconoce la autonomía de las 
instituciones de educación superior, las cuales 
cuentan con las competencias para regular 
todos los aspectos relativos al funcionamiento, 
administración y reglamento de los consultorios 
jurídicos, así como la correspondencia entre 
estos aspectos y el contenido de sus Proyectos 
Educativos Institucionales y Proyectos 
Educativos de Programa.

3.	 Formación Integral. El Consultorio 
Jurídico constituye un escenario idóneo 
para la formación académica, profesional, 
técnica, humana, social y ética del abogado, 
permitiendo a los estudiantes de Derecho 
adquirir, mediante experiencias propias 
del ejercicio de la profesión, los saberes y 
habilidades necesarias y esperados para el 
ejercicio de la abogacía.

4.	 Interés general. El Consultorio Jurídico 
busca la defensa del interés general, su 
armonización con los intereses particulares y 
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con los fines del Estado Social de Derecho, 
propendiendo por la justicia y la equidad en 
la sociedad.

5.	 Función social. El Consultorio Jurídico 
orienta su acción a la defensa de derechos de 
sujetos de especial protección constitucional 
y personas naturales que carezcan de medios 
económicos para contratar los servicios de 
un profesional en Derecho, o en general 
personas o grupos que, por sus circunstancias 
especiales, se encuentren en situación de 
vulnerabilidad o indefensión, en los términos 
establecidos en la presente ley.

6.	 Progresividad. Las prácticas jurídicas 
formativas que se desarrollan en el 
Consultorio Jurídico se articulan de manera 
progresiva con el currículo diseñado y 
acogido por la Institución de Educación 
Superior y el programa de acuerdo con su 
naturaleza, modalidad y metodología.

7. 	 Gratuidad. El Consultorio Jurídico presta 
servicios jurídicos gratuitos en favor de las 
personas beneficiadas que se definen en esta 
ley. Los gastos necesarios para el impulso 
procesal y las costas judiciales en los trámites 
que apliquen serán asumidos por el usuario y 
en ningún caso los asumirá el estudiante.

8.	 Inclusión. El Consultorio Jurídico garantiza 
los ajustes razonables necesarios para 
asegurar que los estudiantes, docentes y 
las personas beneficiarias de sus servicios 
puedan tener acceso y participar activamente 
en ellos, en igualdad de condiciones. Así 
mismo, fomenta en los estudiantes una 
perspectiva de igualdad, respeto por la 
diversidad e inclusión.

9.	 Accesibilidad. El Consultorio Jurídico asegura 
a todos los estudiantes, docentes y usuarios el 
acceso en igualdad de condiciones al entorno 
físico, la información y las comunicaciones 
relacionadas con la prestación de sus 
servicios, y establece parámetros que les 
permitan acceder a servicios no presenciales.

10.	 Confidencialidad. Los miembros del 
Consultorio Jurídico no podrán revelar 
o utilizar la información suministrada 
por quienes solicitan la prestación de sus 
servicios, a menos que hayan recibido del 
solicitante autorización escrita para ello, o 
que tengan necesidad de hacer revelaciones 
para evitar la comisión de un delito.

Artículo 4°. Objetivos. El Consultorio Jurídico 
garantiza los siguientes objetivos:

1.	 Formación Práctica. Fortalecer el proceso 
educativo interdisciplinar de los estudiantes 
de los programas de Derecho mediante la 
articulación de la teoría y la práctica a partir 
de casos reales con un enfoque humanístico 
y ético.

2.	 Acceso a la justicia. Contribuir a que las 
personas beneficiarias de sus servicios 
accedan a la asesoría jurídica, la conciliación 
extrajudicial en derecho, la representación 

judicial y extrajudicial, la pedagogía en 
derechos y el ejercicio del litigio estratégico 
de interés público.

3.	 Proyección social. Generar conciencia acerca 
de la responsabilidad y función social que 
comporta el ejercicio de la abogacía, en cuyo 
desarrollo se debe actuar como agente activo 
en la reducción de la desigualdad y el alcance 
de la equidad social.

4.	 Innovación jurídica. Propiciar, a través 
de la Institución de Educación Superior, 
el conocimiento científico, reflexivo e 
innovador del Derecho, atendiendo a las 
realidades contemporáneas de interés para 
el campo jurídico y que tengan impacto 
sobre el contexto socioeconómico de las 
comunidades donde ostenta influencia la 
facultad de derecho.

5.	 Resolución de conflictos: Impulsar los 
diferentes métodos de solución de conflictos 
y la justicia restaurativa, como herramientas 
encaminadas a la autocomposición de las 
controversias que se suscitan en el marco de 
la convivencia social.

Artículo 5°. Creación y funcionamiento 
de consultorios jurídicos. Las Instituciones de 
Educación Superior con Programa de Pregrado en 
Derecho tendrán un Consultorio Jurídico que para su 
funcionamiento requerirá aprobación del Ministerio 
de Justicia y del Derecho, en los términos que 
establezca la reglamentación correspondiente.

De manera permanente, los Consultorios 
Jurídicos deberán garantizar las condiciones de 
funcionamiento conforme a las disposiciones que 
establezca el Gobierno nacional. El Ministerio de 
Justicia y del Derecho será el encargado de ejercer el 
control y la vigilancia sobre los mismos.

Parágrafo Transitorio. El Gobierno nacional 
reglamentará la materia dentro de los seis (6) meses 
siguientes a la entrada en vigencia de esta ley. 
Hasta tanto no se expida el reglamento respectivo, 
el trámite de aprobación de funcionamiento de los 
Consultorios Jurídicos se adelantará ante el Consejo 
Superior de la Judicatura.

Artículo 6°. Servicios de los Consultorios 
Jurídicos. Servicios de los Consultorios Jurídicos. 
Los Consultorios Jurídicos prestarán servicios 
de asesoría jurídica, conciliación extrajudicial en 
derecho, representación judicial y extrajudicial, 
adelantamiento de actuaciones administrativas e 
interposición de recursos en sede administrativa 
y pedagogía en derechos. Así mismo, podrán 
prestar servicios de conciliación en equidad, 
mediación, mecanismos de justicia restaurativa 
y litigio estratégico de interés público, así como 
todos aquellos otros servicios que guarden relación 
y permitan el cumplimiento de los principios y 
objetivos establecidos en esta ley.

Estos servicios se prestarán por conducto de los 
estudiantes de Derecho, bajo la guía, supervisión 
y control del Consultorio Jurídico, el cual se podrá 
cursar a partir de la aprobación de por lo menos la 
mitad de los créditos académicos del plan de estudios 
y en cualquier caso hasta su finalización, cumpliendo 
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con los requisitos que establezca cada institución 
de educación superior conforme a los principios de 
autonomía y progresividad previstos en la presente 
ley.

La prestación de los servicios en el consultorio 
jurídico por parte de los estudiantes no podrá 
ser menor a dos ni exceder de cinco semestres. 
En aplicación de los principios de autonomía y 
progresividad consagrados en la presente ley, 
cada institución de educación superior definirá 
dentro de ese rango el tiempo de prestación de los 
diferentes servicios a cargo de los estudiantes de los 
consultorios. Con todo, los estudiantes ejercerán las 
funciones de representación de terceros consagradas 
en el artículo 9° de esta ley a partir de la aprobación 
de todas las asignaturas habilitantes para este efecto 
según el respectivo Programa de Derecho y por 
lo menos durante dos semestres, para lo cual los 
consultorios propiciarán las condiciones necesarias 
para la prestación efectiva de este servicio.

El Consultorio Jurídico, como componente de 
la formación práctica del estudiante de derecho 
y que hará parte integral del currículo, en ningún 
caso será susceptible de omisión, homologación, 
convalidación o sustitución.

Parágrafo 1°. Para los efectos de esta ley, se 
entiende por litigio estratégico de interés público las 
acciones jurídicas encaminadas a lograr un efecto 
significativo en las políticas públicas, la legislación 
y la sociedad civil, a través de la garantía de los 
derechos. El litigio estratégico de interés público 
lo podrán adelantar los consultorios jurídicos 
mediante el empleo del modelo pedagógico de las 
clínicas jurídicas o el desarrollo de otras estrategias 
pedagógicas que promuevan la integración entre la 
investigación aplicada y el desarrollo de acciones 
jurídicas para lograr un resultado de alto impacto 
social.

Parágrafo 2°. No estarán obligados a prestar el 
servicio de representación a terceros los estudiantes 
que certifiquen que desempeñan labores en áreas 
jurídicas en el sector público. La institución de 
educación superior podrá disponer que tales 
estudiantes desarrollen su práctica en el Consultorio 
Jurídico prescindiendo de la representación de 
terceros y a través de los demás servicios prestados 
por este, estableciendo las respectivas fórmulas 
para compensar las cargas de trabajo en relación 
con aquellos estudiantes que sí deban prestar la 
representación de terceros.

No obstante, lo anterior, los estudiantes que, bajo 
las condiciones expresadas en el inciso anterior, 
opten por ejercer la representación a terceros, no 
podrán actuar contra la nación, el departamento, el 
distrito o el municipio, según la esfera administrativa 
a la que pertenezca la entidad a la cual presten sus 
servicios. La entidad deberá otorgar los permisos a 
que haya lugar, sin perjuicio de las compensaciones 
que se establezcan internamente para el efecto.

Parágrafo 3°. Para la prestación del servicio 
de conciliación extrajudicial en derecho, los 
consultorios jurídicos deberán organizar su 
propio centro de conciliación, conforme a los 
parámetros legales y reglamentarios de creación, 

funcionamiento y supervisión que regulan la materia. 
Los consultorios jurídicos también podrán crear y 
poner en funcionamiento centros de conciliación en 
equidad, mediación y justicia restaurativa o disponer 
de espacios o escenarios para la prestación de sus 
servicios, según lo estime pertinente cada consultorio 
jurídico.

Artículo 7°. Prestación del servicio. Los servicios 
de asesoría jurídica y pedagogía en derecho propios 
del Consultorio Jurídico podrán prestarse a entidades 
públicas o privadas, en despachos judiciales, 
notarías, organismos internacionales, organizaciones 
no gubernamentales, cajas de compensación 
familiar, centros de conciliación y centros de 
mediación y conciliación en equidad, cuando tales 
servicios sean en provecho de los beneficiarios y 
con el alcance indicado en el artículo siguiente, y 
previa suscripción de convenios o acuerdos, bajo la 
verificación permanente por parte de la institución de 
educación superior de la connotación jurídica y de 
los beneficiarios de las actividades realizadas.

Parágrafo. La prestación de los servicios 
indicados en este artículo, no comportará bajo 
ninguna circunstancia la prestación del servicio de 
representación a terceros consagradas en el artículo 
9° de esta ley.

Artículo 8°. Beneficiarios de los servicios. Los 
Consultorios Jurídicos prestarán servicios de asesoría 
jurídica y litigio estratégico de interés público a sujetos 
de especial protección constitucional, a personas 
naturales que carezcan de medios económicos para 
contratar los servicios de un profesional en Derecho, 
y en general a personas o grupos que, por sus 
circunstancias especiales, se encuentren en situación 
de vulnerabilidad o indefensión, cuando se trate de 
asuntos íntimamente ligados con su condición.

Los demás servicios a cargo del Consultorio 
Jurídico solo se prestarán a personas naturales que 
carezcan de medios económicos para contratar 
los servicios de un profesional en Derecho, previa 
evaluación de la situación socioeconómica particular 
de los usuarios que los solicitan, conforme a los 
criterios establecidos por la Institución de Educación 
Superior en el marco de su autonomía.

En caso de encontrar improcedente la atención a 
un usuario, el consultorio jurídico le deberá informar 
acerca de dicha determinación.

Parágrafo. En ningún caso el valor de la pretensión 
podrá ser tenido en cuenta como factor de evaluación 
de la situación socioeconómica del usuario.

Artículo 9°. Competencia general para la 
representación de terceros. Para el ejercicio de 
la representación de terceros determinados como 
personas beneficiadas del servicio en los términos de 
esta ley, los estudiantes, bajo la supervisión, la guía 
y el control del Consultorio Jurídico, podrán actuar 
en los casos establecidos en este artículo, siempre y 
cuando la cuantía no supere los 50 smlmv, salvo la 
competencia aquí establecida en materia laboral y de 
tránsito.

En materia penal en los procesos de conocimiento 
de los jueces penales municipales o promiscuos 
municipales:
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a)	 Como representantes de la parte civil en los 
procedimientos regidos por la Ley 600 de 
2000, o representantes de víctimas en los 
procesos tramitados bajo la Ley 906 de 2004, 
o la norma que haga sus veces, según el caso.

b)	 Como defensores o voceros en los procesos 
regidos por la Ley 600 de 2000 o como 
defensores en los procesos tramitados bajo la 
Ley 906 de 2004, o la norma que haga sus 
veces, según el caso.

c)	 En los asuntos querellables, así como en los 
procedimientos penales en los que conocen 
los juzgados municipales cuando actúen como 
jueces de conocimiento o como jueces de 
control de garantías, incluso si son juzgados 
promiscuos, sin perjuicio de lo dispuesto en 
la Ley 941 de 2005;

d)	 Como representantes del acusador privado en 
los términos de la Ley 1826 de 2017.

2.	 En los procedimientos laborales, siempre y 
cuando la cuantía no supere los 20 smlmv.

3.	 En los procedimientos civiles de que conocen 
los jueces municipales en única instancia.

4.	 En los procedimientos de jurisdicción 
voluntaria, en cualquier caso, para los 
asuntos relativos a la emancipación y la 
adopción, el estudiante deberá contar con 
un acompañamiento especial por parte del 
personal docente, el cual, también estará a 
cargo de la representación judicial en este 
tipo de causas.

5.	 En los procedimientos de competencia de los 
jueces de familia en única instancia, y en los 
trámites administrativos que adelantan las 
Comisarías de Familia, Defensorías de Familia 
e inspecciones de policía, salvo los asuntos 
que versen sobre medidas de restablecimiento 
de derechos de niños, niñas y adolescentes, 
y procesos de adopción. Si el asunto versara 
sobre la patria potestad, el estudiante deberá 
contar con un acompañamiento especial por 
parte del personal docente, el cual, también 
estará a cargo de la representación judicial en 
este tipo de causas.

6.	 En las acciones constitucionales de tutela, 
cumplimiento y populares.

7.	 En los arbitrajes sociales, conforme a lo 
establecido en el artículo 117 de la Ley 1563 
de 2012 o la norma que haga sus veces.

8.	 En los siguientes asuntos jurisdiccionales, 
adelantados ante autoridades administrativas, 
siempre y cuando se puedan llevar a cabo 
en la zona de influencia que determine el 
Programa de Derecho respectivo:

a)	 Ante la Superintendencia de Industria y 
Comercio: las acciones de protección al 
consumidor;

b)	 Ante la Superintendencia Financiera: 
la acción de Protección al Consumidor 
Financiero;

c)	 Ante la Superintendencia de Salud: las 
acciones sobre negación de cobertura, 
reembolso económico de gastos médicos, y 
reconocimiento y pago de incapacidades y 
licencias.

9.	 En los procedimientos disciplinarios de 
competencia de las personerías municipales 
y la Procuraduría General de la Nación, 
cuando sea imposible la notificación. De lo 
anterior se exceptúan los procesos contra 
funcionarios de elección popular, dirección, 
confianza y manejo.

10.	 De oficio, en los procedimientos de 
responsabilidad fiscal de competencia de 
las Contralorías Municipales, Distritales, 
Departamentales y General de la República, 
cuando sea imposible la notificación. De lo 
anterior se exceptúan los procesos contra 
funcionarios de elección popular, dirección, 
confianza y manejo.

11.	 En los procedimientos administrativos de 
carácter sancionatorio que adelanten las 
autoridades administrativas, los organismos 
de control y las entidades constitucionales 
autónomas.

12.	 En los asuntos policivos adelantados bajo el 
trámite verbal abreviado ante los inspectores 
de policía, así como en los procesos relativos 
al control y recuperación del espacio público 
adelantados ante los entes territoriales.

13.	 En la elaboración de derechos de petición, 
así como el adelantamiento de actuaciones 
administrativas e interposición de recursos 
en sede administrativa, tanto en entidades 
públicas como privadas que ejercen funciones 
públicas y en lo relacionado con estas.

14.	 En trámites de beneficios administrativos, 
subrogados penales y sustitutivos de la prisión 
y solicitudes de libertad, en los términos de la 
Ley 1760 de 2015 o la que la sustituya.

15.	 En los procedimientos contravencionales 
de tránsito, para asuntos cuya sanción no 
fuere superior a multa de veinte (20) salarios 
mínimos diarios legales vigentes.

Parágrafo 1°. Para poder actuar ante las 
autoridades, los estudiantes inscritos en Consultorio 
Jurídico requieren autorización expresa otorgada para 
cada caso por el director del consultorio, la cual se 
anexará al expediente respectivo, y el correspondiente 
poder. Las autoridades no podrán exigir a los 
estudiantes certificaciones o documentación diversa 
a la establecida en este artículo.

En ningún caso se exigirá para la representación 
de terceros, la presencia o el acompañamiento de 
personal del Consultorio Jurídico a las audiencias. 
El incumplimiento de esta disposición por parte 
de cualquier servidor público será causal de mala 
conducta.

Parágrafo 2°. Los estudiantes podrán ejercer 
la representación en las audiencias de conciliación 
extrajudicial y judicial, aún en aquellos eventos en 
los que el representado no asista porque el domicilio 
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de alguna de las partes no esté en el municipio del 
lugar donde se vaya a celebrar la audiencia o alguna 
de ellas se encuentre por fuera del territorio nacional, 
y siempre que se encuentre debidamente facultado 
para conciliar, cuando se deban llevar a cabo dentro 
de los asuntos establecidos en este artículo. Para 
armonizar esta facultad con el acceso efectivo a la 
justicia, los consultorios jurídicos deberán garantizar 
a los usuarios la continuidad en la prestación de los 
servicios de representación judicial, en aquellos 
casos en los que el trámite conciliatorio constituya 
requisito de procedibilidad para acceder a la 
jurisdicción y que el consultorio sea competente para 
adelantar el proceso judicial.

Parágrafo 3°. Para facilitar el acceso a la 
justicia conforme a los objetivos establecidos 
en esta ley, en las instalaciones donde funcionen 
los despachos judiciales podrán operar oficinas 
de los consultorios jurídicos, siempre y cuando 
se garanticen las condiciones mínimas de 
infraestructura y equipamiento que se requieran para 
su funcionamiento.

Artículo 10. Continuidad en la prestación 
del servicio y la representación de los usuarios. 
Los estudiantes inscritos en Consultorio Jurídico 
atenderán de manera ininterrumpida los procesos que 
se encuentren bajo su responsabilidad, la cual cesará 
en el momento en el que se realice la entrega formal 
de los mismos a los estudiantes que los sustituirán, 
sin perjuicio de lo dispuesto en otras normas, de 
conformidad a lo que determine la Dirección del 
Consultorio Jurídico, quien definirá la fecha en que 
se hará la respectiva entrega.

Durante los recesos y vacaciones académicas 
dispuestos por la Institución de Educación Superior, 
los estudiantes continuarán ejecutando todas las 
gestiones y los actos tendientes al buen desarrollo de 
los procesos.

Artículo 11. Amparo de pobreza. Para efectos de 
la valoración de las condiciones de la parte solicitante, 
dentro de la decisión acerca del reconocimiento de 
amparo de pobreza, se presume que quien actúa a 
través de estudiantes de consultorio jurídico se 
encuentra en incapacidad de sufragar los gastos 
del trámite correspondiente, sin menoscabo de lo 
necesario para su propia subsistencia y las de las 
personas a quienes por ley debe alimentos.

Artículo 12. Apoyos tecnológicos. Las 
Instituciones de Educación Superior implementarán 
herramientas tecnológicas que complementen el 
aprendizaje, faciliten y apoyen la interacción virtual 
en el proceso de formación y en la labor misional del 
consultorio jurídico, y den lugar a la comunicación 
entre el consultorio jurídico y sus usuarios.

Artículo 13. Retroalimentación de los usuarios. 
Los consultorios jurídicos deberán establecer 
los mecanismos e instancias que se consideren 
pertinentes para el asesoramiento, conocimiento y 
atención de inquietudes, quejas o reclamos por parte 
de sus usuarios y de información al público.

Artículo 14. Sistema de información sobre la 
gestión de los consultorios jurídicos. El Ministerio 
de Justicia y del Derecho diseñará e implementará 

un sistema de información con fines de estricto 
rigor académico y organizativo, para apoyar la 
elaboración de políticas públicas y en aras de 
armonizar la oferta de servicios prestados por los 
Consultorios Jurídicos con la garantía de acceso 
efectivo a la justicia.

Los Consultorios Jurídicos deberán reportar a este 
sistema los datos que permitan la consolidación de 
información cuantitativa y cualitativa que determine 
el Gobierno nacional sobre la gestión por ellos 
adelantada, teniendo en cuenta aspectos como el 
número de estudiantes vinculados a cada modalidad 
de servicio ofrecido, el tipo de causas atendidas y la 
población beneficiaria.

Dicho sistema de información también deberá 
garantizar un espacio de consolidación y divulgación 
de buenas prácticas.

Artículo 15. Acreditación de experiencia laboral. 
Del tiempo de servicio de los estudiantes de derecho 
en los consultorios jurídicos se podrán acreditar los 
últimos seis meses como experiencia laboral. El 
Gobierno nacional reglamentará la materia dentro de 
los seis meses siguientes a la entrada en vigencia de 
la presente ley

Artículo 16. Transición normativa. Dentro del 
término de seis (6) meses a partir de la expedición de 
esta ley, el Gobierno nacional preparará los ajustes 
necesarios al contenido del Decreto número 1069 de 
2015, en particular a sus artículos 2.2.7.2.1, 2.2.1.22 
y 2.2.7.2.3, y a toda la normativa adicional que 
resulte pertinente, para armonizar sus contenidos con 
las disposiciones aquí establecidas.

Asimismo, las universidades con facultades de 
Derecho efectuarán dentro de los dos (2) años a partir 
de la expedición de esta ley, los ajustes curriculares, 
tecnológicos, de personal y de infraestructura a que 
haya lugar, para armonizar la estructura y operación 
de sus consultorios jurídicos con el contenido de esta 
ley, sin que ello implique el desconocimiento de las 
autorizaciones para su funcionamiento que fueren 
expedidas con anterioridad a la expedición de esta 
ley.

Artículo 17. Vigencia. La presente ley entra en 
vigencia a partir de su publicación.

Artículo 18. Derogatorias. Deróguense, a partir 
de la entrada en vigencia de esta ley, la Ley 583 de 
2000; la expresión “así como la aprobación para 
la constitución de consultorios jurídicos prevista 
en el artículo 30 de dicho Decreto” contenida en 
el numeral 5 del artículo 627 del Código General 
del Proceso, y todas las disposiciones que le sean 
contrarias.

PROPUESTA DE MODIFICACIONES  
SOBRE EL PROYECTO DE LEY

Como bien se expuso arriba, existen múltiples 
y contundentes razones de conveniencia para 
recomendar la aprobación del presente Proyecto de 
ley. Con todo, se considera que se pueden fortalecer 
algunas de sus disposiciones, así como mejorar 
apartes de su redacción en términos de técnica 
legislativa. 
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Para nadie es un secreto que el mundo atraviesa 
una serie de desafíos y transformaciones derivados 
de la situación de salud pública que se vive en 
la actualidad. Situación que ha tenido incidencia 
sobre el relacionamiento de la ciudadanía, sobre las 
políticas públicas, sobre el manejo de la economía 
e, incluso, sobre los mecanismos para deliberar y 
adoptar decisiones en escenarios de discusión como 
nuestro Congreso de la República.

Así las cosas, resulta imprescindible acercar la 
discusión acerca del funcionamiento, los propósitos 
y el aporte de los Consultorios Jurídicos en relación 
con la función social que están llevados a desarrollar, 
por una parte; con la situación de salud pública, la 
interacción con los ciudadanos, la prestación de 
servicios y los ajustes necesarios para garantizar el 
acceso a la justicia, por la otra parte.

En este orden de ideas, se torna necesario 
el reconocimiento de un marco más amplio de 
posibilidades de prestar los servicios por parte 
de los estudiantes de los Consultorios Jurídicos, 
estableciendo algunas pautas orientadoras para 
esos efectos. Así, si bien el texto aprobado por la 
Cámara de Representantes ya contenía algunas 
disposiciones en las que se hacía referencia a 
aspectos como la atención bajo la modalidad virtual 
y el aprovechamiento de herramientas tecnológicas 
para el fortalecimiento de su gestión, es importante 
profundizar en este tipo de medidas, en procura del 
posicionamiento de los Consultorios en perspectiva 
de los cambios que se pueden avizorar hacia el 
futuro, donde se evidencia la necesidad de contar con 
múltiples herramientas y soportes tecnológicos para 
garantizar el distanciamiento físico en situaciones 
que así lo ameriten en protección de las comunidades 
educativas, pero también para agilizar la atención al 
usuario, para mejorar el acceso a la justicia y para 
superar las barreras territoriales que se erigen en 
uno de los factores más importantes de necesidades 
jurídicas insatisfechas, especialmente en las regiones 
más apartadas de nuestro país.

Conforme a lo anterior, se proponen modificaciones 
al Proyecto de ley, particularmente en relación con 
los principios consagrados en su artículo 3°, cuyo 
numeral 9 consagra la accesibilidad. Dicho principio 
se puede complementar, tomando como referente el 
mandato consagrado en el artículo 2° del Decreto 
Legislativo 806 de 2020, sobre aprovechamiento 
de la infraestructura y capacidad instalada a nivel 
territorial para facilitar el acceso a las actuaciones 
virtuales por parte de la ciudadanía. Así, se contribuye 
a la superación de barreras que pueden surgir para el 
acceso a la justicia a través de herramientas de las 
Tecnologías de la Información y las Comunicaciones, 
tales como la falta de conectividad y la carencia de 
medios tecnológicos en los hogares.

Adicionalmente, en relación con los objetivos 
consagrados en el artículo 4 de la iniciativa, 
entre los que se encuentra en su numeral 4 la 
innovación jurídica, la propuesta se encamina 
a que, dentro de dicho objetivo y en el marco 
del aprovechamiento de las Tecnologías de la 
Información y las Comunicaciones en favor 

de la gestión de los Consultorios Jurídicos, se 
reconozca la transformación digital como un 
propósito que se puede perseguir a través de 
la referida innovación, en procura de lograr la 
adaptación del ejercicio de la profesión con las 
realidades contemporáneas.

En tercer lugar, resulta clave el artículo 12 del 
Proyecto de ley, sobre apoyos tecnológicos, donde 
se han sentado las bases para la atención virtual y 
para la profundización del proceso de aprendizaje 
por parte de los estudiantes. Sin embargo, se 
considera que esta norma se puede profundizar, por 
lo menos, en dos sentidos. El primero, para aclarar 
los estándares mínimos que se deben tener en cuenta 
para la atención virtual, garantizando el acceso a la 
información en favor de los usuarios, pero también 
reconociendo que existen antecedentes legislativos 
importantes, de manera que se procure armonizar 
lo pertinente con normas que ya lo han establecido 
y que pueden tener repercusión sobre esta materia, 
como la Ley 1341 de 2009 (“por la cual se definen 
principios y conceptos sobre la sociedad de la 
información y la organización de las Tecnologías 
de la Información y las Comunicaciones (TIC), se 
crea la Agencia Nacional de Espectro y se dictan 
otras disposiciones”, modificada parcialmente por 
la Ley 1978 de 2019, “por la cual se moderniza el 
sector de las Tecnologías de la Información y las 
Comunicaciones (TIC), se distribuyen competencias, 
se crea un regulador único y se dictan otras 
disposiciones” ). 

El segundo aspecto sobre el cual se puede 
profundizar a través del artículo 12 del Proyecto de 
ley, se refiere a la superación de barreras territoriales 
que se encuentra implícita dentro de la prestación de 
servicios bajo la modalidad virtual. Así, reconociendo 
que los servicios de asesoría legal y pedagogía 
en derechos se pueden prestar sin necesidad de 
presencialidad y que comportan una orientación en 
la que se puede ilustrar a los usuarios de territorios 
del país donde no exista cobertura física de 
Consultorios Jurídicos, acerca de cómo tramitar sus 
controversias y mediante qué mecanismos pueden 
acceder a la justicia; se propone que los Consultorios 
puedan prestar estos tipos de servicios -siempre 
y cuando así lo decidan en cada caso, en el marco 
de la autonomía universitaria de cada institución 
de educación superior-, bajo la modalidad virtual 
en favor de población domiciliada en territorios 
apartados del país, donde no existan Consultorios 
Jurídicos. Así, se fortalece el compromiso de los 
Consultorios con el desarrollo de su función social, a 
la vez que se facilita que la población pueda acceder 
al asesoramiento legal, sin depender de su cercanía 
física con determinado(s) Consultorio(s) como 
condicionamiento para poder beneficiarse de sus 
servicios.

Conforme a lo anterior, a continuación, se 
presentan las propuestas de ajuste a la redacción 
de los siguientes artículos, lo que dará lugar a 
que la proposición con que concluya el informe 
recomiende su aprobación con un pliego de 
modificaciones.
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PROPOSICIÓN:
Con base en las consideraciones anteriores, 

se propone a la Comisión Primera del Senado dar 
primer debate en Senado al Proyecto de ley número 
275 de 2019 Senado, 007 de 2019 Cámara, “por 
medio de la cual se regula el funcionamiento de 
los consultorios jurídicos de las instituciones de 
educación superior”, con el siguiente pliego de 
modificaciones.

De los honorables Senadores,

12 
 

 
 
 
 
 
 
 

 
PLIEGO DE MODIFICACIONES AL 
PROYECTO DE LEY NÚMERO 275 DE 2019 

SENADO, 007 DE 2019 CÁMARA
por medio de la cual se regula el funcionamiento 
de los Consultorios Jurídicos de las Instituciones de 

Educación Superior.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1°. Objeto. El objeto de esta ley es 

establecer el marco normativo por medio del cual 
se regula la práctica del Consultorio Jurídico de las 
Instituciones de Educación Superior. 

Artículo 2°. Definición. El Consultorio 
Jurídico es un escenario de aprendizaje práctico 
de las Instituciones de Educación Superior, 
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autorizado en los términos de esta ley, en el cual los 
estudiantes de los programas de Derecho, bajo la 
supervisión, la guía y la coordinación del personal 
docente y administrativo que apoya el ejercicio 
académico, adquieren conocimientos y desarrollan 
competencias, habilidades y valores éticos para el 
ejercicio de la profesión de abogado, prestando el 
servicio obligatorio y gratuito de asistencia jurídica 
a la población establecida en la presente ley. 

Artículo 3°. Principios. El Consultorio Jurídico 
estará orientado bajo los siguientes principios 
generales: 

1.	 Educación Jurídica Práctica. El Consultorio 
Jurídico garantiza procesos de aprendizaje a 
partir del acercamiento de los estudiantes a 
las personas en condición de vulnerabilidad, 
la sociedad, las necesidades jurídicas 
que enfrentan y los contextos en que se 
desarrollan, al igual que fomenta el desarrollo 
de estrategias y de acciones de defensa de sus 
derechos dentro de estándares de innovación, 
calidad y actualidad, colaborando con la 
administración de justicia y asegurando el 
cumplimiento del derecho de acceso a la 
justicia. 

2.	 Autonomía Universitaria. Sin perjuicio de las 
disposiciones establecidas en el contenido 
de esta ley, se reconoce la autonomía de 
las instituciones de educación superior, 
las cuales cuentan con las competencias 
para regular todos los aspectos relativos 
al funcionamiento, administración y 
reglamento de los consultorios jurídicos, así 
como la correspondencia entre estos aspectos 
y el contenido de sus Proyectos Educativos 
Institucionales y Proyectos Educativos de 
Programa. 

3.	 Formación Integral. El Consultorio 
Jurídico constituye un escenario idóneo 
para la formación académica, profesional, 
técnica, humana, social y ética del abogado, 
permitiendo a los estudiantes de Derecho 
adquirir, mediante experiencias propias 
del ejercicio de la profesión, los saberes y 
habilidades necesarias y esperados para el 
ejercicio de la abogacía. 

4.	 Interés general. El Consultorio Jurídico 
busca la defensa del interés general, su 
armonización con los intereses particulares 
y con los fines del Estado Social de Derecho, 
propendiendo por la justicia y la equidad en 
la sociedad. 

5.	 Función social. El Consultorio Jurídico 
orienta su acción a la defensa de derechos de 
sujetos de especial protección constitucional 
y personas naturales que carezcan de medios 
económicos para contratar los servicios de 
un profesional en Derecho, o en general 
personas o grupos que, por sus circunstancias 
especiales, se encuentren en situación de 

vulnerabilidad o indefensión, en los términos 
establecidos en la presente ley.

6.	 Progresividad. Las prácticas jurídicas 
formativas que se desarrollan en el 
Consultorio Jurídico se articulan de manera 
progresiva con el currículo diseñado y 
acogido por la Institución de Educación 
Superior y el programa de acuerdo con su 
naturaleza, modalidad y metodología. 

7.	 Gratuidad. El Consultorio Jurídico presta 
servicios jurídicos gratuitos en favor de las 
personas beneficiadas que se definen en esta 
ley. Los gastos necesarios para el impulso 
procesal y las costas judiciales en los trámites 
que apliquen serán asumidos por el usuario y 
en ningún caso los asumirá el estudiante. 

8.	 Inclusión. El Consultorio Jurídico garantiza 
los ajustes razonables necesarios para 
asegurar que los estudiantes, docentes y 
las personas beneficiarias de sus servicios 
puedan tener acceso y participar activamente 
en ellos, en igualdad de condiciones. Así 
mismo, fomenta en los estudiantes una 
perspectiva de igualdad, respeto por la 
diversidad e inclusión. 

9.	 Accesibilidad. El Consultorio Jurídico 
asegura a todos los estudiantes, docentes 
y usuarios el acceso en igualdad de 
condiciones al entorno físico, la información 
y las comunicaciones relacionadas con la 
prestación de sus servicios, y establece 
parámetros que les permitan acceder a 
servicios no presenciales. En relación con 
los usuarios de la administración de justicia, 
facilitan, en la medida de sus posibilidades 
y conforme a lo que se determine en los 
reglamentos de las instituciones de educación 
superior, que los sujetos procesales puedan 
acceder en sus sedes a las actuaciones 
virtuales.

10.	 Confidencialidad. Los miembros del 
Consultorio Jurídico no podrán revelar 
o utilizar la información suministrada 
por quienes solicitan la prestación de sus 
servicios, a menos que hayan recibido del 
solicitante autorización escrita para ello, o 
que tengan necesidad de hacer revelaciones 
para evitar la comisión de un delito. 

Artículo 4°. Objetivos. El Consultorio Jurídico 
garantiza los siguientes objetivos: 

1.	 Formación Práctica. Fortalecer el proceso 
educativo interdisciplinar de los estudiantes 
de los programas de Derecho mediante la 
articulación de la teoría y la práctica a partir 
de casos reales con un enfoque humanístico 
y ético. 

2. 	 Acceso a la justicia. Contribuir a que las 
personas beneficiarias de sus servicios 
accedan a la asesoría jurídica, la conciliación 
extrajudicial en derecho, la representación 
judicial y extrajudicial, la pedagogía en 
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derechos y el ejercicio del litigio estratégico 
de interés público. 

3. 	 Proyección social. Generar conciencia 
acerca de la responsabilidad y función social 
que comporta el ejercicio de la abogacía, en 
cuyo desarrollo se debe actuar como agente 
activo en la reducción de la desigualdad y el 
alcance de la equidad social. 

4. 	 Innovación jurídica. Propiciar, a través 
de la Institución de Educación Superior, 
el conocimiento científico, reflexivo e 
innovador del Derecho, contribuyendo a su 
vez con la transformación digital para el 
fortalecimiento de su ejercicio, atendiendo 
a las realidades contemporáneas de interés 
para el campo jurídico y que tengan impacto 
sobre el contexto socioeconómico de las 
comunidades donde ostenta influencia la 
facultad de derecho. 

5. 	 Resolución de conflictos: Impulsar los 
diferentes métodos de solución de conflictos 
y la justicia restaurativa, como herramientas 
encaminadas a la autocomposición de las 
controversias que se suscitan en el marco de 
la convivencia social. 

Artículo 5°. Creación y funcionamiento 
de consultorios jurídicos. Las Instituciones de 
Educación Superior con Programa de Pregrado 
en Derecho tendrán un Consultorio Jurídico que 
para su funcionamiento requerirá aprobación 
del Ministerio de Justicia y del Derecho, en 
los términos que establezca la reglamentación 
correspondiente. 

De manera permanente, los Consultorios 
Jurídicos deberán garantizar las condiciones de 
funcionamiento conforme a las disposiciones que 
establezca el Gobierno nacional. El Ministerio de 
Justicia y del Derecho será el encargado de ejercer 
el control y la vigilancia sobre los mismos. 

Parágrafo Transitorio. El Gobierno nacional 
reglamentará la materia dentro de los seis (6) meses 
siguientes a la entrada en vigencia de esta ley. 
Hasta tanto no se expida el reglamento respectivo, 
el trámite de aprobación de funcionamiento de los 
Consultorios Jurídicos se adelantará ante el Consejo 
Superior de la Judicatura. 

Artículo 6°. Servicios de los Consultorios 
Jurídicos. Los Consultorios Jurídicos prestarán 
servicios de asesoría jurídica, conciliación 
extrajudicial en derecho, representación judicial 
y extrajudicial, adelantamiento de actuaciones 
administrativas e interposición de recursos en sede 
administrativa y pedagogía en derechos. Así mismo, 
podrán prestar servicios de conciliación en equidad, 
mediación, mecanismos de justicia restaurativa 
y litigio estratégico de interés público, así como 
todos aquellos otros servicios que guarden relación 
y permitan el cumplimiento de los principios y 
objetivos establecidos en esta ley.

Estos servicios se prestarán por conducto de los 
estudiantes de Derecho, bajo la guía, supervisión y 

control del Consultorio Jurídico, el cual se podrá 
cursar a partir de la aprobación de por lo menos 
la mitad de los créditos académicos del plan de 
estudios y en cualquier caso hasta su finalización, 
cumpliendo con los requisitos que establezca cada 
institución de educación superior conforme a los 
principios de autonomía y progresividad previstos 
en la presente ley.

La prestación de los servicios en el consultorio 
jurídico por parte de los estudiantes no podrá 
ser menor a dos ni exceder de cinco semestres. 
En aplicación de los principios de autonomía y 
progresividad consagrados en la presente ley, 
cada institución de educación superior definirá 
dentro de ese rango el tiempo de prestación de 
los diferentes servicios a cargo de los estudiantes 
de los consultorios. Con todo, los estudiantes 
ejercerán las funciones de representación de 
terceros consagradas en el artículo 9 de esta Ley 
a partir de la aprobación de todas las asignaturas 
habilitantes para este efecto según el respectivo 
Programa de Derecho y por lo menos durante dos 
semestres, para lo cual los consultorios propiciarán 
las condiciones necesarias para la prestación 
efectiva de este servicio. 

El Consultorio Jurídico, como componente de 
la formación práctica del estudiante de derecho 
y que hará parte integral del currículo, en ningún 
caso será susceptible de omisión, homologación, 
convalidación o sustitución. 

Parágrafo 1°. Para los efectos de esta ley, se 
entiende por litigio estratégico de interés público las 
acciones jurídicas encaminadas a lograr un efecto 
significativo en las políticas públicas, la legislación 
y la sociedad civil, a través de la garantía de los 
derechos. El litigio estratégico de interés público lo 
podrán adelantar los consultorios jurídicos mediante el 
empleo del modelo pedagógico de las clínicas jurídicas 
o el desarrollo de otras estrategias pedagógicas que 
promuevan la integración entre la investigación 
aplicada y el desarrollo de acciones jurídicas para 
lograr un resultado de alto impacto social.

Parágrafo 2°. No estarán obligados a prestar el 
servicio de representación a terceros los estudiantes 
que certifiquen que desempeñan labores en áreas 
jurídicas en el sector público. La institución de 
educación superior podrá disponer que tales 
estudiantes desarrollen su práctica en el Consultorio 
Jurídico prescindiendo de la representación de 
terceros y a través de los demás servicios prestados 
por este, estableciendo las respectivas fórmulas 
para compensar las cargas de trabajo en relación 
con aquellos estudiantes que sí deban prestar la 
representación de terceros.

No obstante, lo anterior, los estudiantes que, bajo 
las condiciones expresadas en el inciso anterior, 
opten por ejercer la representación a terceros, no 
podrán actuar contra la Nación, el departamento, el 
distrito o el municipio, según la esfera administrativa 
a la que pertenezca la entidad a la cual presten sus 
servicios. La entidad deberá otorgar los permisos a 
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que haya lugar, sin perjuicio de las compensaciones 
que se establezcan internamente para el efecto.

Parágrafo 3°. Para la prestación del servicio 
de conciliación extrajudicial en derecho, los 
consultorios jurídicos deberán organizar su 
propio centro de conciliación, conforme a los 
parámetros legales y reglamentarios de creación, 
funcionamiento y supervisión que regulan la materia. 
Los consultorios jurídicos también podrán crear y 
poner en funcionamiento centros de conciliación 
en equidad, mediación y justicia restaurativa o 
disponer de espacios o escenarios para la prestación 
de sus servicios, según lo estime pertinente cada 
consultorio jurídico.

Artículo 7°. Prestación del Servicio. Los 
servicios de asesoría jurídica y pedagogía en 
derecho propios del Consultorio Jurídico podrán 
prestarse a entidades públicas o privadas, en las 
áreas pro bono de firmas de abogados, en despachos 
judiciales, notarías, organismos internacionales, 
organizaciones no gubernamentales, cajas de 
compensación familiar, centros de conciliación y 
centros de mediación y conciliación en equidad, 
cuando tales servicios sean en provecho de los 
beneficiarios y con el alcance indicado en el artículo  
siguiente, y previa suscripción de convenios o 
acuerdos, bajo la verificación permanente por 
parte de la institución de educación superior de la 
connotación jurídica y de los beneficiarios de las 
actividades realizadas.

Parágrafo. La prestación de los servicios 
indicados en este artículo, no comportará bajo 
ninguna circunstancia la prestación del servicio de 
representación a terceros consagradas en el artículo 
9° de esta ley. 

Artículo 8°. Beneficiarios de los servicios. Los 
Consultorios Jurídicos prestarán servicios de asesoría 
jurídica y litigio estratégico de interés público a 
sujetos de especial protección constitucional que 
carezcan de acceso a medios de defensa judiciales 
idóneos y eficaces para la protección de sus 
derechos, a personas naturales que carezcan de 
medios económicos para contratar los servicios de 
un profesional en Derecho, y en general a personas 
o grupos que, por sus circunstancias especiales, 
se encuentren en situación de vulnerabilidad o 
indefensión, cuando se trate de asuntos íntimamente 
ligados con su condición. 

Los demás servicios a cargo del Consultorio 
Jurídico solo se prestarán a personas naturales que 
carezcan de medios económicos para contratar 
los servicios de un profesional en Derecho, previa 
evaluación de la situación socioeconómica particular 
de los usuarios que los solicitan, conforme a los 
criterios establecidos por la Institución de Educación 
Superior en el marco de su autonomía. 

En caso de encontrar improcedente la atención a 
un usuario, el consultorio jurídico le deberá informar 
acerca de dicha determinación. 

Parágrafo 1º. En ningún caso el valor de la 
pretensión podrá ser tenido en cuenta como factor 

de evaluación de la situación socioeconómica del 
usuario. 

Parágrafo 2º. Para la determinación de 
las personas en situación de vulnerabilidad e 
indefensión, los consultorios jurídicos podrán 
tener en cuenta que los usuarios se encuentren bajo 
uno o más de los siguientes supuestos: (i) cuando 
la persona carece de acceso a medios de defensa 
judiciales, eficaces e idóneos, que permitan conjurar 
la vulneración de sus derechos por parte de un 
particular o el Estado; (ii) personas que se hallan en 
situación de marginación social y económica, (iii) 
adultos mayores, (iv) personas con discapacidad 
(v) niños, niñas y adolescentes, (vi) mujeres, (vii) 
personas LGBTI, (viii) pueblos indígenas, (ix) 
comunidades negras, raizales o afrocolombianas, 
(x) migrantes, (xi) gitanos o Rom, (xii) víctimas del 
conflicto armado, (xiii) población campesina y (xiv) 
cualquier otro grupo poblacional que sea reconocido 
como de especial protección

Artículo 9°. Competencia general para la 
representación de terceros. Para el ejercicio de 
la representación de terceros determinados como 
personas beneficiadas del servicio en los términos de 
esta ley, los estudiantes, bajo la supervisión, la guía 
y el control del Consultorio Jurídico, podrán actuar 
en los casos establecidos en este artículo, siempre y 
cuando la cuantía no supere los 50 smlmv, salvo la 
competencia aquí establecida en materia laboral y 
de tránsito. 

1.	 En materia penal en los procesos de 
conocimiento de los jueces penales 
municipales o promiscuos municipales:

a)	 Como representantes de la parte civil en 
los procedimientos regidos por la Ley 600 
de 2000, o representantes de víctimas en 
los procesos tramitados bajo la Ley 906 de 
2004, o la norma que haga sus veces, según 
el caso.

b)	 Como defensores o voceros en los procesos 
regidos por la Ley 600 de 2000 o como 
defensores en los procesos tramitados bajo 
la Ley 906 de 2004, o la norma que haga sus 
veces, según el caso.

c)	 En los asuntos querellables, así como en los 
procedimientos penales e los que conocen los 
juzgados municipales cuando actúen como 
jueces de conocimiento o como jueces de 
control de garantías, incluso si son juzgados 
promiscuos, sin perjuicio de lo dispuesto en 
la Ley 941 de 2005;

d)	 Como representantes del acusador privado 
en los términos de la Ley 1826 de 2017. 

2.	 En los procedimientos laborales, siempre y 
cuando la cuantía no supere los 20 smlmv. 

3.	 En los procedimientos civiles de que conocen 
los jueces municipales en única instancia. 

4.	 En los procedimientos de jurisdicción 
voluntaria, En cualquier caso, para los 
asuntos relativos a la emancipación y la 
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adopción, el estudiante deberá contar con 
un acompañamiento especial por parte del 
personal docente, el cual, también estará a 
cargo de la representación judicial en este 
tipo de causas. 

5.	 En los procedimientos de competencia de 
los jueces de familia en única instancia, 
y en los trámites administrativos que 
adelantan las Comisarías de Familia, 
Defensorías de Familia e inspecciones de 
policía, salvo los asuntos que versen sobre 
medidas de restablecimiento de derechos 
de niños, niñas y adolescentes, y procesos 
de adopción. Si el asunto versara sobre la 
patria potestad, el estudiante deberá contar 
con un acompañamiento especial por parte 
del personal docente, el cual, también estará 
a cargo de la representación judicial en este 
tipo de causas. 

6.	 En las acciones constitucionales de tutela, 
cumplimiento y populares. 

7.	 En los arbitrajes sociales, conforme a lo 
establecido en el artículo 117 de la Ley 1563 
de 2012 o la norma que haga sus veces. 

8.	 En los siguientes asuntos jurisdiccionales, 
adelantados ante autoridades administrativas, 
siempre y cuando se puedan llevar a cabo 
en la zona de Influencia que determine el 
Programa de Derecho respectivo: 

a) Ante la Superintendencia de Industria y 
Comercio: Las acciones de protección al 
consumidor; 

b) 	 Ante la Superintendencia Financiera: 
La acción de Protección al Consumidor 
Financiero;

c) Ante la Superintendencia de Salud: Las 
acciones sobre negación de cobertura, 
reembolso económico de gastos médicos, y 
reconocimiento y pago de incapacidades y 
licencias. 

9.	 En los procedimientos disciplinarlos de 
competencia de las personerías municipales 
y la Procuraduría General de la Nación, 
cuando sea Imposible la notificación. De lo 
anterior se exceptúan los procesos contra 
funcionarios de elección popular, dirección, 
confianza y manejo. 

10.	 De oficio, en los procedimientos de 
responsabilidad fiscal de competencia de 
las Contralorías Municipales, Distritales, 
Departamentales y General de la República, 
cuando sea imposible la notificación. De lo 
anterior se exceptúan los procesos contra 
funcionarlos de elección popular, dirección, 
confianza y manejo.

11.	 En los procedimientos administrativos de 
carácter sancionatorio que adelanten las 
autoridades administrativas, los organismos 
de control y las entidades constitucionales 
autónomas. 

12.	 En los asuntos policivos adelantados bajo el 
trámite verbal abreviado ante los inspectores 
de policía, así como en los procesos relativos 
al control y recuperación del espacio público 
adelantados ante los entes territoriales. 

13.	 En la elaboración de derechos de petición, 
así como el adelantamiento de actuaciones 
administrativas e interposición de recursos 
en sede administrativa, tanto en entidades 
públicas como privadas que ejercen 
funciones públicas y en lo relacionado con 
estas.

14.	 En trámites de beneficios administrativos, 
subrogados penales y sustitutivos de la 
prisión y solicitudes de libertad, en los 
términos de la Ley 1760 de 2015 o la que la 
sustituya.

15.	 En los procedimientos contravencionales 
de tránsito, para asuntos cuya sanción no 
fuere superior a multa de veinte (20) salarios 
mínimos diarios legales vigentes. 

Parágrafo 1°. Para poder actuar ante las 
autoridades, los estudiantes Inscritos en Consultorio 
Jurídico requieren autorización expresa otorgada para 
cada caso por el director del consultorio, la cual se 
anexará al expediente respectivo, y el correspondiente 
poder. Las autoridades no podrán exigir a los 
estudiantes certificaciones o documentación diversa 
a la establecida en este artículo. 

En ningún caso se exigirá para la representación 
de terceros, la presencia o el acompañamiento de 
personal del Consultorio Jurídico a las audiencias. 
El incumplimiento de esta disposición por parte 
de cualquier servidor público será causal de mala 
conducta.

Parágrafo 2°. Los estudiantes podrán ejercer 
la representación en las audiencias de conciliación 
extrajudicial y judicial, aún en aquellos eventos en 
los que el representado no asista porque el domicilio 
de alguna de las partes no esté en el municipio 
del lugar donde se vaya a celebrar la audiencia o 
alguna de ellas se encuentre por fuera del territorio 
nacional, y siempre que se encuentre debidamente 
facultado para conciliar, cuando se deban llevar a 
cabo dentro de los asuntos establecidos en este 
artículo. Para armonizar esta facultad con el acceso 
efectivo a la justicia, los consultorios jurídicos 
deberán garantizar a los usuarios la continuidad 
en la prestación de los servicios de representación 
judicial, en aquellos casos en los que el trámite 
conciliatorio constituya requisito de procedibilidad 
para acceder a la jurisdicción y que el consultorio 
sea competente para adelantar el proceso judicial. 

Parágrafo 3°. Para facilitar el acceso a la 
justicia conforme a los objetivos establecidos en 
esta Ley, en las instalaciones donde funcionen 
los despachos judiciales podrán operar oficinas 
de los consultorios jurídicos, siempre y cuando 
se garanticen las condiciones mínimas de 
infraestructura y equipamiento que se requieran 
para su funcionamiento. 
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Artículo 10. Continuidad en la prestación 
del servicio y la representación de los usuarios. 
Los estudiantes inscritos en Consultorio Jurídico 
atenderán de manera ininterrumpida los procesos 
que se encuentren bajo su responsabilidad, la 
cual cesará en el momento en el que se realice la 
entrega formal de los mismos a los estudiantes 
que los sustituirán, sin perjuicio de lo dispuesto en 
otras normas, de conformidad a lo que determine la 
Dirección del Consultorio Jurídico, quien definirá la 
fecha en que se hará la respectiva entrega.

Durante los recesos y vacaciones académicas 
dispuestos por la Institución de Educación Superior, 
los estudiantes continuarán ejecutando todas las 
gestiones y los actos tendientes al buen desarrollo 
de los procesos. 

Artículo 11. Amparo de pobreza. Para efectos 
de la valoración de las condiciones de la parte 
solicitante, dentro de la decisión acerca del 
reconocimiento de amparo de pobreza, se presume 
que quien actúa a través de estudiantes de consultorio 
jurídico se encuentra en incapacidad de sufragar los 
gastos del trámite correspondiente, sin menoscabo 
de lo necesario para su propia subsistencia y las de 
las personas a quienes por Ley debe alimentos. 

Artículo 12. Apoyos Tecnológicos. Las 
Instituciones de Educación Superior implementarán 
herramientas tecnológicas que complementen el 
aprendizaje, faciliten y apoyen la interacción virtual 
en el proceso de formación y en la labor misional del 
consultorio jurídico, y den lugar a la comunicación 
entre el consultorio jurídico y sus usuarios. 

La atención virtual a los usuarios se impartirá en 
correspondencia con los principios orientadores y 
disposiciones aplicables contenidos en la Ley 1341 
de 2009 o la norma que haga sus veces. Se deberá 
garantizar, en cualquier caso, la confidencialidad 
en la prestación del servicio, bajo los parámetros 
establecidos en el artículo 3 de esta Ley, así como 
los medios para poner a disposición del usuario la 
trazabilidad de la atención prestada, así como la 
documentación en medio digital o físico, según sea 
requerido por este, donde se dé cuenta de la atención 
recibida y los resultados correspondientes. 

De acuerdo con reglamentos de las instituciones 
de educación superior, los consultorios jurídicos 
podrán prestar servicios de asesoría legal y 
pedagogía en derechos bajo la modalidad virtual, en 
favor de la población beneficiaria de estos servicios 
cuyo domicilio se encuentre en otros municipios, 
en los que no exista presencia de consultorios 
jurídicos. Para estos efectos, se podrán suscribir los 
convenios correspondientes para la accesibilidad a 
los medios tecnológicos por parte de los usuarios 
con autoridades públicas, instituciones educativas 
públicas y/o privadas, empresas, organizaciones sin 
ánimo de lucro, o cualquier otra institución pública 
o privada según corresponda. 

Artículo 13. Retroalimentación de los usuarios. 
Los consultorios jurídicos deberán establecer 
los mecanismos e instancias que se consideren 
pertinentes para el asesoramiento, conocimiento y 

atención de inquietudes, quejas o reclamos por parte 
de sus usuarios y de información al público. 

Artículo 14. Sistema de información sobre la 
gestión de los consultorios jurídicos. El Ministerio 
de Justicia y del Derecho diseñará e implementará 
un sistema de información con fines de estricto rigor 
académico y organizativo, para apoyar la elaboración 
de políticas públicas y en aras de armonizar la oferta 
de servicios prestados por los Consultorios Jurídicos 
con la garantía de acceso efectivo a la justicia. 

Los Consultorios Jurídicos deberán reportar a este 
sistema los datos que permitan la consolidación de 
información cuantitativa y cualitativa que determine 
el Gobierno nacional sobre la gestión por ellos 
adelantada, teniendo en cuenta aspectos como el 
número de estudiantes vinculados a cada modalidad 
de servicio ofrecido, el tipo de causas atendidas y la 
población beneficiaria. 

Dicho sistema de información también deberá 
garantizar un espacio de consolidación y divulgación 
de buenas prácticas. 

Artículo 15. Acreditación de experiencia 
laboral. Del tiempo de servicio de los estudiantes 
de derecho en los consultorios jurídicos se podrán 
acreditar los últimos seis meses como experiencia 
laboral. El Gobierno nacional reglamentará la 
materia dentro de los seis meses siguientes a la 
entrada en vigencia de la presente ley

Artículo 16. Transición normativa. Dentro del 
término de seis (6) meses a partir de la expedición de 
esta Ley, el Gobierno nacional preparará los ajustes 
necesarios al contenido del Decreto número 1069 de 
2015, en particular a sus artículos 2.2.7.2.1, 2.2.1.22 
y 2.2.7.2.3, y a toda la normativa adicional que 
resulte pertinente, para armonizar sus contenidos 
con las disposiciones aquí establecidas. 

Asimismo, las universidades con facultades de 
Derecho efectuarán dentro de los dos (2) años a partir 
de la expedición de esta Ley, los ajustes curriculares, 
tecnológicos, de personal y de infraestructura a que 
haya lugar, para armonizar la estructura y operación 
de sus consultorios jurídicos con el contenido de 
esta Ley, sin que ello implique el desconocimiento 
de las autorizaciones para su funcionamiento que 
fueren expedidas con anterioridad a la expedición 
de esta Ley. 

Artículo 17. Vigencia. La presente Ley entra en 
vigencia a partir de su publicación. 

Artículo 18. Derogatorias. Deróguense, a partir 
de la entrada en vigencia de esta Ley, la Ley 583 de 
2000; la expresión “así como la aprobación para 
la constitución de consultorios jurídicos prevista 
en el artículo 30 de dicho Decreto” contenida en 
el numeral 5 del artículo 627 del Código General 
del Proceso, y todas las disposiciones que le sean 
contrarias.

De los honorables Senadores,
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